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Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Tercera) de 5 de junio de 

2025, asunto C-349/24

Las normas relativas a los requisitos para el reconocimiento de nacionales de terce-
ros países o apátridas como beneficiarios de protección internacional (artículo 3 Directiva 
2011/95/UE) se oponen a una normativa nacional más favorable que, amparada en dicho 
precepto, conceda la protección subsidiaria a un nacional de un tercer país simplemente 
porque —de ser expulsado a su país de origen— correría un riesgo real de sufrir una vul-
neración de su derecho a la vida privada como consecuencia de la ruptura de sus vínculos 
con el Estado miembro que examina dicha solicitud de protección internacional.
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Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Octava) de 5 de junio de 

2025, asunto C-292/24

El TJUE resolvió acerca de si la protesta por retraso en el transporte de equipaje tenía 
que formularse necesariamente después de la entrega de este de acuerdo con lo dis-
puesto artículo 31.2 del Convenio de Montreal (1999). El procedimiento dio inicio a raíz de 
una queja de un pasajero que informa a la aerolínea IBERIA acerca del retraso y notifica 
a la misma de que realizará compras de sustitución solicitando el reembolso de estas a 
la aerolínea. La cuestión prejudicial planteada por el Tribunal Alemán fue resuelta por el 
Tribunal de Justicia concluyendo que podría presentarse la protesta antes de que el parti-
cular reciba el equipaje, pues esta alternativa no solo favorece al pasajero sino también a 
la aerolínea que podrá reunir pruebas para exonerarse de la responsabilidad.

Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Décima), de 19 de junio 

de 2025, asunto C-419/24

El Tribunal de Justicia se declara incompetente para pronunciase sobre la cuestión 
planteada por la Cour de cassation de Francia que solicitaba la interpretación de del 
artículo 1.1.a) de la Directiva 98/59/CE sobre despidos colectivos. Todo se originó por el 
despido de un empleado de la empresa Hôtel Plaza que carecía de plan de protección 
del empleo que a priori cumplía con el umbral de 50 empleados que se solicitaba para 
la creación de dicho plan. Sin embargo, el Tribunal dispuso que la Directiva no imponía 
ninguna obligación de creación de dichos planes si no que se limita a regular los proce-
dimientos de información y consulta previos a un despido colectivo. Además, añadió que 
el umbral de trabajadores que solicitaba la directiva no coincidía con el de la legislación 
francesa. Por lo que el asunto quedaba fuera del ámbito del Derecho de la Unión.
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Sentencia del Tribunal General 
(Sala Tercera ampliada), 25 de 
junio de 2025, asunto T- 95/23

RWE Supply & Trading GmbH presentó recurso contra la Agencia de Cooperación de 
los Reguladores de Energía (ACER) que había limitado los precios de la energía de balance 
se forma temporal ±15.000 €/MWh en las plataformas de balance eléctrico PICASSO y 
MARI. RWE alegaba que la decisión recurrida perjudicaba su posición en el mercado. El 
Tribunal concluyó que la empresa no estaba afectada de forma individualmente, pues la 
medida tenía un carácter general y se aplicaba a todos los proveedores de energía, care-
ciendo por tanto de legitimación activa. Sin embargo, el Tribunal acabó inadmitiendo el 
recurso en su totalidad al haberse interpuesto fuera de plazo. Lo que puso de manifiesto 
la importancia del cumplimiento de los plazos procesales.

Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Gran Sala), de 24 de junio de 

2025, asunto C-351/23

El TJUE resuelve acerca de la cuestión Prejudicial planteada por el Tribunal de Eslova-
quia que conocía del caso de un matrimonio eslovaco que alegaba cláusulas abusivas en 
un contrato hipotecario garantizado con su vivienda. El Tribunal resolvió que la legislación 
nacional que permitía subastar la vivienda familiar sin control judicial previo contravenía lo 
dispuesto es la Directiva 93/13/CEE y los artículos 7 y 47 de la Carta de Derechos Funda-
mentales, pues no garantiza una protección de los consumidores frente a estas cláusulas 
abusivas como las de vencimiento anticipado de préstamos. El Tribunal sostuvo que se 
debía impedir la ejecución hipotecaria cuando existan indicios de dichos abusos. Además, 
enfatizó, que el derecho a la vivienda refuerza dicha protección y que el consumidor está 
legitimado para oponerse a transmisión frente al adjudicatario si este era de mala fe – 
pues la vivienda fue objeto de subasta pública –.

149REVISTA DERECHO Y ECONOMÍA DE LA INTEGRACIÓN | N.º 15, diciembre de 2025
ISSN: 2530-5093

Virginia Saldaña Ortega, Marcos Abellán Herrero y Ahlam Laabouri Ben Amara

Jurisprudencia



Sentencia del Tribunal General 
(Sala Séptima ampliada) de 2 de 
julio de 2025, asunto C-489/21

Pese a que el Gobierno español sostuvo que las ayudas estatales concedidas a ope-
radores para el despliegue de la TDT en zonas rurales y menos urbanizadas entre 2005 y 
2008 eran necesarias para garantizar la cobertura digital en esas zonas remotas, el Tribu-
nal considera que vulneran la competencia y las normas sobre ayudas de Estado. En con-
secuencia, dichas ayudas han sido estimadas incompatibles con la normativa europea, 
por lo que habrán de ser recuperadas de los operadores que fueron beneficiados.

Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Octava) de 10 de julio de 

2025, asunto C-276/24

En interpretación del artículo 205 de la Directiva 2006/112/CE, se permite que un 
Estado miembro exija al comprador de bienes la obligación solidaria de pagar el IVA adeu-
dado por el vendedor, sin que ello genere derecho a su deducción. Así, debe denegarse 
tal derecho no únicamente cuando el propio sujeto pasivo cometa el fraude, sino también 
cuando se acredite que aquel otro sujeto pasivo a quien se entregaron los bienes en que 
se basa el eventual derecho a la deducción (el comprador) sabía —o debía haber sabido— 
que, mediante la adquisición de tales bienes, participaba en una operación que entrañaba 
fraude del IVA o, al menos, la facilitaba.
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Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Sexta), de 10 de julio de 

2025, asunto C-37/24

Mediante esta sentencia se da respuesta a la cuestión prejudicial planteada por la 
Curtea de Apel București, acerca de la compatibilidad de la normativa rumana que supri-
mió el sistema de remuneraciones mínimas tanto alzado por la radiodifusión de fono-
gramas. Se concluyó que el artículo 8(2) de la Directiva 2006/115/CE, el artículo 16(2) de 
la Directiva 2014/26/UE, y los artículos 17(2) y 52(1) de la Carta de los Derechos Funda-
mentales de la Unión Europea, relativos a la protección de la propiedad intelectual y a la 
proporcionalidad de las limitaciones legales, eran acordes a dicha normativa siempre que 
se mantenga una compensación justa de acuerdo con el principio de proporcionalidad 
y la necesidad de equilibrio entre la protección de la propiedad intelectual y la libertad 
económica.

Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Novena) de 1 de agosto 

de 2025, asunto C-602/24

Debe entenderse comprendida dentro del ámbito de aplicación del artículo 146.1 b) 
Directiva 2006/112/CE —exenciones relativas a exportaciones— la entrega de bienes 
declarada inicialmente como intracomunitaria, pese a que el adquirente la haya trasla-
dado fuera del territorio de la Unión sin que el proveedor tuviera conocimiento de ello. 
Empero, ello resultará siempre que dicha exportación haya sido verificada por las autori-
dades tributarias a través de los documentos aduaneros correspondientes.
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Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Cuarta) de 1 de agosto 
de 2025, asunto C-665/23

La Directiva 2007/64/CE —sobre servicios de pago— debe interpretarse en el sentido 
de que el derecho a obtener la devolución de pagos no autorizados no depende simple-
mente del cumplimiento del plazo objetivo previsto de trece meses desde el adeudo, sino 
que ha de entenderse ínsito también un plazo subjetivo. La notificación del usuario debe 
realizarse sin demora injustificada desde que éste tiene conocimiento del pago, de suerte 
que el cumplimiento del plazo no exonera del deber de diligencia inmediata, ya que per-
mitirlo socava la seguridad jurídica y el fin teleológico de la mentada Directiva.

Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Novena) de 1 de agosto 

de 2025, asunto C-794/23

Los arts. 203 y 203 de la Directiva 2006/112/CE han de interpretarse en el sentido de 
que un sujeto pasivo que ha realizado una prestación y constatado en su factura una 
cuota de IVA que ha sido calculada a un tipo de gravamen erróneo no es deudor por la 
parte del IVA que se ha facturado indebidamente a una persona que no es sujeto pasivo. 
Y ello igualmente, aunque dicho sujeto pasivo haya proporcionado también prestaciones 
de la misma naturaleza a otros terceros sujetos pasivos.
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Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Quinta), de 1 de agosto 

de 2025, asunto C-666/23

La presente sentencia surge en el marco del escándalo del Dieselgate, que reveló que 
se empleaban softwares fraudulentos instalando los llamados dispositivos de desactiva-
ción de forma ilegal en motores Diesel para alterar las emisiones de óxido de nitrógeno. La 
sentencia del TJUE abordó la responsabilidad del fabricante frente al particular afectado, 
que tenía derecho a una indemnización impidiendo que el fabricante pudiera eximirse de 
responsabilidad alegando un «error invencible» o una «homologación hipotética» para 
eximirse de responsabilidad.

Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Cuarta) de 4 de septiembre 

de 2025, asunto C-21/24

En interpretación del dies a quo para el cómputo del plazo de prescripción aplicable 
a las acciones consecutivas de daños derivadas de una resolución sancionadora dictada 
por una autoridad nacional de la competencia —aquí, la CNMV española—, el Tribunal 
concluye que éste ha de fijarse en la fecha en que adquiere firmeza jurisdiccional dicha 
resolución sancionadora. Y ello porque hasta entonces, el perjudicado no dispone de 
información completa sobre los elementos que permiten ejercitar una acción por daños 
follow on (aquella que se interpone después que la autoridad decrete la existencia de 
infracción).
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Sentencia del Tribunal General 
(Gran Sala) de 10 de septiembre 

de 2025, asunto T-625/22

El Reglamento Delegado (UE) 2022/2014 —adoptado por la Comisión Europea en el 
marco del Reglamento (UE) 2020/852 (taxonomía)— que establece los criterios que per-
miten considerar como sostenibles determinadas actividades de generación nuclear y 
de gas fósil, no ha de ser anulado a la luz de posibles efectos especulativos de sequías 
y otros riesgos climáticos en la seguridad nuclear. Así, el Tribunal ratifica que, bajo con-
diciones específicas, ambas fuentes energéticas pueden considerarse compatibles con 
los objetivos climáticos europeos en lo concerniente a la transición hacia una economía 
neutra en carbono en 2050.

Sentencia del Tribunal General, 
(Sala Primera ampliada), de 10 de 

septiembre de 2025, asunto T-58/24

TikTok Technology Ltd se enfrenta a la Comisión Europea pidiendo que se anulase la 
decisión del 2023 en la cual se fijaba a la conocida plataforma como «plataforma en línea 
de muy gran tamaño o VLOP», obligando a ésta a pagar una tasa anual de supervisión 
para cubrir los costes de control que asume la Comisión. Esta decisión se tomó en base 
a lo dispuesto en el Reglamento de Servicios Digitales. En el recurso Tik Tok mantuvo 
como argumento principal que para el cálculo de la tasa de supervisión se empleó datos 
de empresas externas, dejando al margen las cifras oficiales que la propia plataforma 
publicó. En suma, que la comisión carecía de base legal para crear su propia metodolo-
gía de cálculo. El Tribunal General acabó dando parcialmente la razón a la plataforma: se 
considera que la metodología empleada por la comisión era correcta, pero que debería 
haberse hecho mediante un acto delegado, es decir aprobado por la comisión, pero con 
el control del Parlamento Europeo y el Consejo. Esta sentencia supone un precedente 
para fijar los límites competenciales de la Comisión.
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Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Primera) de 11 de septiembre 

de 2025, asunto C-687/23

Los derechos derivados de acciones de nulidad y responsabilidad ejercitadas antes de 
la resolución de una entidad bancaria son oponibles al banco sucesor de la entidad inter-
venida. Así, distinguiendo entre acciones ejercitadas antes y después de la resolución, es 
preciso reconocer como devengados los derechos en curso antes de la amortización de 
los instrumentos de capital en aras de garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva. De 
hecho, permitir la continuación de estos procedimientos no entraña riesgo alguno para la 
estabilidad financiera de la UE ni tampoco causa interferencia desproporcionada con los 
derechos de los sucesores de entidades en resolución bancaria.

Sentencia del Tribunal de Justicia 
(Sala Cuarta) de 4 de septiembre 

de 2025, asunto C-225/22

La sentencia aborda una cuestión prejudicial sobre la independencia judicial en Polo-
nia y determina que el artículo 19 TUE, junto con el artículo 47 de la Carta, exige que los 
jueces nacionales puedan verificar la legalidad del nombramiento y la independencia de 
los jueces que integran órganos jurisdiccionales superiores. El Tribunal de Justicia con-
cluye que la normativa y la jurisprudencia polacas que impiden ese control vulneran el 
Derecho de la Unión, especialmente porque la Sala de Control Extraordinario y de Asuntos 
Públicos del Tribunal Supremo no cumple los requisitos de independencia, imparcialidad 
ni de establecimiento previo por la ley. En consecuencia, un juez nacional no está obli-
gado a seguir las resoluciones dictadas por un órgano cuya composición sea irregular a la 
luz del Derecho de la Unión. Además, el Tribunal afirma que las resoluciones dictadas por 
órganos judiciales no independientes pueden considerarse nulas cuando ello sea indis-
pensable para garantizar la primacía y la plena eficacia del Derecho de la Unión.
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Sentencia del Tribunal General 
(Sala Tercera ampliada) de 8 de 

octubre de 2025, asunto T556/23

Se resuelve el recurso de Swissgrid contra la decisión de la Sala de Recurso de ACER 
que había declarado inadmisible su impugnación de la Decisión 16/2022, relativa a la 
modificación del marco de aplicación de la plataforma europea de compensación de des-
equilibrios. El Tribunal confirma que el Reglamento 2017/2195 excluye, salvo excepcio-
nes muy específicas, la participación de Suiza en las plataformas europeas de balance, 
por lo que desestima el primer motivo de Swissgrid. Sin embargo, considera que la Sala 
de Recurso aplicó erróneamente el artículo 28 del Reglamento 2019/942, pues la modi-
ficación introducida por ACER afectaba directamente a los derechos contractuales de 
Swissgrid, derivados de su participación histórica en la IGCC, proyecto precursor de la 
plataforma IN. La institución suiza se veía individualizada y afectada por la decisión, dado 
su papel singular y su posición geográfica rodeada por Estados miembros. El Tribunal con-
cluye que la decisión de ACER producía efectos jurídicos directos sobre Swissgrid y que 
la Sala de Recurso debió admitir el recurso. En consecuencia, anula la resolución impug-
nada y condena a ACER a pagar las costas, mientras que la Comisión asumirá las suyas 
propias.
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